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Este trabajo hace un recuento de posibles esquemas tributarios que podrían complementar o 
sustituir parte de la estructura fiscal que actualmente existe en México. Algunos de los esquemas 
son audaces, como es el caso del impuesto progresivo al gasto, y otros razonables y plausibles, 





This work surveys possible tributary schemes that might complement or substitute part of the fiscal 
structure that currently exists in Mexico. Some of the schemes are audacious, as it is the case of the 
progressive consumption tax, and other reasonable and plausible ones, as it is the case of the Tobin 








“If both equality and efficiency are valued, and neither takes absolute 
priority over the other, then, in places where they conflict, compromises 
ought to be struck […] But any sacrifice of either has to be justified as a 
necessary means of obtaining more of the other (or possibly of some 
other valued social end)”. Okun (1975, p. 88) 
 
Nada tenemos que añadir a la afirmación de Okun, excepto que en un país como el nuestro, con 
una gran desigualdad social y un nulo respeto por las autoridades fiscales, deberían quizás 
preferirse los términos más mundanos “equidad y eficacia” sobre los utópicos “igualdad y 
eficiencia”. Pero sean cuales sean los términos usados, es claro que la observación que hace 
Okun acerca de la tensión que existe entre igualdad y eficiencia, o equidad y eficacia, se da de 
manera más manifiesta en el ámbito tributario.  
La búsqueda de la equidad puede ser en ambos planos, el horizontal y el vertical. En el 
primer plano se busca que los gravámenes traten de manera similar a todos los contribuyentes 
que gozan de una condición económica semejante. En el segundo plano, el criterio de la equidad 
vertical establece que, en el caso de los impuestos directos, por ejemplo el impuesto sobre la 
renta (ISR), la tasa impositiva debe incrementarse en relación con el nivel de ingresos; mientras 
que en el caso de los impuestos indirectos, por ejemplo el impuesto al valor agregado (IVA), 
debe haber un abanico de tasas que dependan del perfil de consumo de los diferentes grupos 
sociales. Si un gravamen satisface el criterio de equidad vertical se dice entonces que es 
progresivo, de otra manera es llamado regresivo.  
  Por otro lado, el criterio de eficiencia postula que la mejor estructura de impuestos es 
aquella que distorsiona lo menos posible las decisiones de los agentes económicos, 
especialmente las decisiones de ahorro y de trabajo por parte de los individuos (personas físicas), 
y de inversión en el caso de las empresas (personas morales). El criterio de eficacia es diferente 
al de eficiencia: se refiere a la efectividad con que puede recaudarse un impuesto, 
manifestándose en poca evasión o elusión fiscal, así como a su simplicidad de recaudación desde 
un punto de vista administrativo.  
En general, los impuestos sobre el ingreso (o la riqueza) tienden a permitir una mayor 
equidad en la estructura tributaria que los impuestos al consumo (o, más generalmente, al gasto). 
Mientras que, también en general, estos últimos gravámenes tienden a ser más eficientes que los 
primeros, y además tienden a ser más eficaces cuando el sector informal de la economía es 
sustancial.   3
¿Cuánta participación deben tener unos y otros gravámenes en un sistema tributario? He 
ahí la gran pregunta que cada nación tiene que responder a través de sus legisladores. En nuestro 
caso, el Congreso de la Unión ha sido incapaz de dar una respuesta coherente en todo lo que va 
del nuevo siglo. Y tal incapacidad quizás se deba parcialmente al hecho de que la discusión se ha 
centrado solamente sobre reformas al IVA y el ISR, y no sobre la introducción de nuevos 
gravámenes que ofrecerían la posibilidad de tener un sistema tributario más aceptable en 
términos económicos y políticos. Es el propósito de este trabajo el presentar y examinar de 
manera crítica cinco de esas alternativas tributarias. Como se verá pronto, algunas de ellas son 
complementarias a los impuestos actuales, mientras que otras son sustitutas; algunas son 
demasiado audaces, otras fácilmente implantables. 
Finalmente, antes de comenzar con el recuento de dichas alternativas, es de hacerse notar 
que no pretendemos estudiar aquí el sistema tributario mexicano, ni tampoco evaluar las diversas 
propuestas de reforma al IVA que han hecho el Ejecutivo y el Legislativo, de manera 
intermitente, durante los últimos tres años. El lector interesado en ello puede consultar para el 
primer caso Urzúa (1991, 2000 y 2001), mientras que para el segundo puede acudir a Urzúa 
(2001 y 2003), y Urzúa y Velázquez (2004). 
 
IMPUESTO PROGRESIVO AL GASTO (IGA) 
 
Imaginemos un país donde los contribuyentes tendrían sólo que pagar, en lugar de una mezcla de 
impuestos al ingreso y al consumo específico, lo que se conoce en economía como un “impuesto 
progresivo al gasto” (IGA de aquí en adelante). Otra manera, menos elegante pero un poco más 
certera, de llamar a este gravamen podría ser también “impuesto comprehensivo y progresivo al 
consumo”. ¿Qué hay de malo, si es que lo hay, con un sistema tributario basado en el IGA? 
Después de todo, ¿no es justo que, como en la fábula de la previsora hormiga y la dispendiosa 
cigarra, sean solamente los ahorradores quienes obtengan al final una recompensa? 
La idea de que por justicia debe gravarse el consumo no el ahorro, data al menos desde 
hace 150 años, pues ya estaba presente en los escritos de John Stuart Mill, el genial filósofo y 
economista inglés. A algunos entusiastas les da inclusive por afirmar que el origen del 
argumento puede encontrarse en el mismísimo Leviatán, la obra maestra de Thomas Hobbes 
escrita hace tres siglos y medio. A nuestro juicio, sin embargo, esto es rizar demasiado el rizo. 
Para que una propuesta como el IGA tenga alguna valía debe presentarse de manera detallada, 
poniendo especial atención a los mecanismos que permitirían administrar ese impuesto de 
manera práctica. Esto fue hecho “apenas” a mediados de los años treinta del siglo pasado por el 
estadounidense Irving Fisher (1937).    4
La propuesta de Fisher fue recibida en ese entonces con un profundo escepticismo. John 
Maynard Keynes descalificó de inmediato la propuesta diciendo que aunque era teóricamente 
sana, era prácticamente imposible. Contándose también entre los escépticos se hallaba otro 
inglés, Nicholas Kaldor. El escepticismo de éste último fue, sin embargo, atenuándose con los 
años hasta desaparecer por completo: en 1955 publicó un libro clásico que trataba de reivindicar 
la propuesta de Fisher (Kaldor, 1955). No contento con ello, Kaldor, quien fungía de manera 
eventual como asesor en materia de tributación para muchos países (incluido México), se dio a la 
tarea de convencer a algún gobierno de que pusiera en práctica la idea. Pronto su perseverancia 
dio frutos: la India y Sri Lanka (Ceilán en ese entonces) adoptaron, aunque de una manera muy 
limitada, un impuesto parecido al IGA a fines de los cincuenta y principios de los sesenta. 
Los resultados de ese experimento fueron, sin embargo, desastrosos: la recaudación cayó 
y la complejidad del sistema tributario creció exponencialmente. Aún hoy, muchos expertos 
continúan señalando esa mala experiencia con el IGA como una buena razón para descartarlo 
(verbigracia: Tanzi, 1991, cap. 12). No obstante, es también justo señalar que este impuesto, por 
su naturaleza, tiene que ser muy comprehensivo, justo lo que no fue en aquellos países. Por 
ejemplo, en la India el impuesto se circunscribió a personas de altos ingresos, y además permitía 
un sinnúmero de exenciones, tales como los gastos en obras de arte, los gastos en prendas de 
algodón, las donaciones y los regalos, así como los gastos con fines políticos, legales o 
matrimoniales (Goode, 1984, p. 145). 
  A pesar del empuje de Kaldor, el impuesto progresivo al gasto solamente adquirió 
respetabilidad plena en la segunda mitad de los setenta. Fue entonces cuando, de manera casi 
simultánea e independiente, le dieron su espaldarazo definitivo tres comisiones gubernamentales 
en los Estados Unidos (U.S. Department of the Treasury, 1977), el Reino Unido (Institute for 
Fiscal Studies, 1978) y Suecia (Lodin, 1978). En efecto, cada una de esas comisiones ensalzó, 
con algunas variaciones, la superioridad de un impuesto de tal naturaleza sobre los impuestos al 
ingreso. 
  El siguiente trabajo de importancia que prosiguió con el debate fue publicado pocos años 
después por los estadounidenses Robert E. Hall y Alvin Rabushka (Hall y Rabushka, 1983). La 
propuesta de ellos, llamativamente bautizada como el “impuesto parejo” (flat tax), IP de aquí en 
adelante, hace recordar al IGA, aunque sólo de manera tangencial. Esto es porque el IP, con una 
tasa del 19% para Estados Unidos en la más reciente versión de la propuesta de Hall y Rabushka, 
es sobre el ingreso, no sobre el gasto. Más aún, la única progresividad importante de dicho 
impuesto radica en que se permite deducir de entrada un monto uniforme para todos los 
contribuyentes. Esa inequidad del IP no tiene porqué estar presente en un impuesto al gasto; de   5
hecho, éste último puede ser tan progresivo, en el caso de las personas físicas, como el impuesto 
sobre la renta. 
Cierto es que el objetivo principal de Hall y Rabushka no pretendía ser la equidad, sino el 
fomento al ahorro y la simplificación tributaria (ellos afirman que, bajo su propuesta, las 
declaraciones fiscales se reducirían a llenar una tarjeta postal). No obstante, dicha inequidad 
inherente en el IP explica el rechazo que ha tenido dicha propuesta incluso en los Estados 
Unidos. Como bien ha observado un experto de ese país, excepto por un impuesto progresivo al 
gasto, “todas las demás propuestas de impuestos al consumo –sea el impuesto a las ventas, el 
IVA (como reemplazo de todo el sistema de impuestos al ingreso) o el impuesto parejo– acaban 
por tener connotaciones altamente partidistas, pues reducen de manera sustantiva la 
progresividad del sistema tributario” (Seidman 1997, p. 136, traducción nuestra). 
Congruente con esa observación es el hecho de que en 1995 los senadores 
estadounidenses Pete Domenici (republicano) y Sam Nunn (demócrata), dejando de lado sus 
intereses de partido, propusieran en su país una versión del IGA conocida como “USA” –por 
Unlimited savings allowance (Seidman 1997) lo cual se puede traducir como “deducciones 
ilimitadas en el caso del ahorro”–. Esta iniciativa política, ya no solamente teórica, en el país más 
rico del mundo constituye el indicio más sólido de que el IGA ha obtenido la respetabilidad 
necesaria para poder ser mencionado, sin prejuicios, en cualquier discusión seria sobre reformas 
tributarias. De hecho, vale la pena también anotar que el creciente interés en los impuestos 
comprehensivos al consumo no se reduce a los Estados Unidos y Europa. Aún en América Latina 
pueden encontrarse, a partir de mediados de los ochenta, varias propuestas tributarias que de una 
manera u otra siguen los lineamientos básicos del IGA. En Bolivia y Colombia, especialmente, 
se ha más que coqueteado con la idea (v. gr.: McLure 1990).  
  Pero antes de analizar las bondades del IGA, genuinas o supuestas, tenemos que 
comenzar por preguntarnos cuál sería su modo de operación. La pregunta clave es cómo podría 
el gobierno administrar la recaudación de un impuesto como el IGA, el cual, recuérdese, se 
establecería aplicando una tasa (progresiva) sobre el gasto total en consumo hecho por cada 
persona. En particular, ¿cómo podría asegurar el gobierno que los contribuyentes no evadirían, a 
propósito o por olvido, parte del impuesto que les corresponde mediante una subestimación de 
sus gastos? 
En algún momento del siguiente milenio la respuesta a la pregunta anterior quizás acabe 
por ser inmediata. Si es verdad lo que muchos futuristas conjeturan, llegará el día en que el 
dinero ya no será el medio de cambio y, en su lugar, todas las transacciones financieras serán 
efectuadas de manera electrónica. A partir de ese momento, todos los gastos en consumo hechos   6
por una persona podrían ser registrados de manera automática por esa especie de monedero 
electrónico.  
Pero lo anterior será factible en un lejano futuro, más no hoy. ¿Cómo entonces puede 
estimarse el monto del gasto que es gravable? Puede hacerse de una manera indirecta, como ya 
lo sugerían Fisher y Kaldor hace muchos años. En efecto, el ingreso percibido por alguien es, por 
definición, consumido o ahorrado. Por tanto, en lugar de pedirle a cada contribuyente una lista de 
todos sus gastos, bastaría con requerirle una lista con todos sus ingresos, otra con todos sus 
ahorros y el remanente podría ser imputado al consumo.  
  Más precisamente, una declaración fiscal para el pago del IGA se dividiría en tres 
grandes componentes: las entradas de efectivo, las salidas de efectivo que no se apliquen al gasto 
en consumo y las deducciones. Cada uno de estos componentes se podría estimar siguiendo una 
metodología como la que presentamos de manera resumida en la Tabla 1, la cual se asemeja a la 
sugerida por Kaldor hace cuatro décadas, excepto por un par de modificaciones tomadas de la 
reciente propuesta USA (Kaldor, 1955, cap. 7, y Seidman, 1997, cap. 4). Varios de los rubros 
que aparecen en la tabla son evidentemente necesarios: en los ingresos de caja tienen que 
contabilizarse los sueldos y salarios, los intereses y dividendos, las ventas de activos financieros 
y las pensiones, mientras que en los egresos no usados para consumo deben contarse las 
inversiones y los saldos en bancos.   7
 
     Tabla 1
      Declaración para el pago del IGA
Entradas de Efectivo
1. Sueldos y salarios
2. Rendimientos de capital (intereses y dividendos)
3. Productos financieros (ventas de activos financieros)
4. Préstamos (todo dinero recibido en préstamo excepto para bienes duraderos)
5. Pensiones
6. Otras entradas (herencias, legados, regalos en efectivo, lotería, etcétera)
Salidas de Efectivo no Relacionadas con Gastos de Consumo
7. Compras de inversión (en activos financieros)
8. Pagos de créditos (por empréstitos anteriores excepto los de bienes duraderos)
9. Donaciones o regalos en efectivo




12. TOTAL = 7 1+2+3+4+5+6-7-8-9-10-11
Cantidad a pagar (o recibir)
Aplique la tasa progresiva al monto en 12 y reste el crédito al salario
   8
No obstante, hay cuatro rubros en el cuadro que requieren cierta justificación. 
Comencemos por los incluidos en 4) y 8), los menos obvios. ¿Por qué en el dinero recibido como 
préstamo se excluye el que es dedicado a comprar bienes duraderos (como una casa o un coche)? 
Por otro lado, ¿por qué los pagos de intereses (y principal) sobre préstamos para comprar esos 
bienes sí son gravables (al no estar incluidos en las salidas no relacionadas con el consumo)? 
El problema con los bienes duraderos es que el monto que se consume durante el año no 
es igual al costo del bien. Por ejemplo, si se compra un coche por 100,000 pesos, no es verdad 
que el servicio que brindará el automóvil durante el año cueste esa cantidad, ya que también 
puede usarse el coche durante varios años más. ¿Cómo imputar entonces el costo real del 
consumo de un bien durable durante un determinado periodo? Una manera, la sugerida por 
Fisher y Kaldor, es contabilizar en el gasto de consumo el pago hecho por el bien durable, para 
luego permitir la depreciación de ese bien a lo largo de los años (de manera similar a como el 
ISR permite depreciar activos). Esta alternativa es teóricamente sólida, pero en la práctica 
causaría mucha confusión en los contribuyentes. Por ello, nosotros preferimos la alternativa 
usada en la variante USA del IGA: si la persona compra un bien durable en efectivo, lo mejor es 
contabilizarlo de inmediato como gasto de consumo. Por otro lado, si la persona pide prestado 
para comprar el bien en cuestión entonces el préstamo no debe ser gravado, pues su costo, en la 
forma de pagos de intereses y principal, será gravado posteriormente a lo largo de los años. 
Los rubros 6) y 10) que aparecen en la tabla merecen también una explicación. Dado que 
en México, al contrario de en muchos otros países (entre ellos Estados Unidos), no existe un 
impuesto sobre las herencias y legados (pero véase la última sección), quizás pueda sorprender a 
más de un lector el que estén incluidas éstas en el Cuadro 1, junto con los regalos en efectivo, 
como entradas susceptibles de ser gravadas por el IGA. Pero la razón es clara: este impuesto 
recompensa a las hormigas hacendosas no a las cigarras perezosas. Si, por ejemplo, alguien tras 
recibir una cuantiosa herencia la dilapida, entonces, dado que esa fortuna no fue usada para 
incrementar el acervo de capital de la nación, debe ser gravada y a tasas muy altas. De manera 
similar, no deben ser gravadas las donaciones o regalos en efectivo hechas por una persona, pues 
quienes deben ser gravadas son aquellas que eventualmente consuman esas transferencias. 
  Examinada ya la manera como se calcularía, ha llegado el momento de evaluar 
objetivamente al IGA. Las virtudes del impuesto, hay que recordar, son claras: excepto por 
algunos efectos de segundo orden, un impuesto sobre el gasto de las personas físicas no incide 
negativamente sobre los incentivos al ahorro personal, al contrario de un impuesto sobre el 
ingreso. Más aún, en un ambiente inflacionario el IGA tiene menores efectos negativos sobre el 
ahorro que el ISR.   9
Ahora bien, aun cuando en principio sus bases parecen sólidas, el IGA tiene varios 
flancos débiles que lo hacen, a nuestro juicio, no recomendable para la gran mayoría de países en 
el mundo. Primero, el IGA fomenta el ahorro, y por tanto la acumulación del capital físico, pero 
se olvida del capital humano. Este sesgo en contra de la educación podría ser aminorado, sin 
embargo, añadiendo en la Tabla 1 un rubro que permita exenciones en el caso de gastos 
educativos (o incluyéndolos, como lo hace el esquema USA, en las salidas no relacionadas con 
consumo). 
  Segundo, la introducción del IGA en una economía tendría repercusiones 
intergeneracionales sustantivas. Los viejos tendrían mucho que perder y los jóvenes poco. En 
efecto, si una persona acumuló ahorros a lo largo de los años con la esperanza de gastarlos en su 
retiro, éstos serían gravados dos veces: antes, cuando el impuesto al ingreso personal estaba 
vigente, y después, cuando el IGA sea establecido. Esto podría tratar de resolverse, aunque de 
una manera muy arbitraria, atando algunas exenciones a la edad. Pero lo cierto es que en países 
como Estados Unidos, donde el ahorro de las generaciones más viejas es muy grande, la 
implantación de un impuesto como el IGA tendría repercusiones económicas y políticas de gran 
envergadura. En el caso de México, sin embargo, este obstáculo podría ser más fácilmente 
salvado. 
  Tercero, el propósito fundamental del IGA es fomentar el ahorro, para así fomentar la 
inversión y para, finalmente, así fomentar el crecimiento económico de la nación. El problema 
con esa cadena de causa-efecto es que no es siempre cierta. En una economía abierta puede darse 
el caso de que el ahorro interno esté escasamente relacionado con la inversión, o, por otro lado, 
la causalidad puede ir en sentido contrario (a mayor inversión mayor es el ahorro, no al 
contrario). Más aún, los estudios empíricos que se han realizado en Estados Unidos acerca de los 
efectos finales sobre la economía que tendría la sustitución del ISR de las personas físicas por un 
impuesto al consumo (IGA, IVA o IP) brindan resultados contradictorios. Como bien ha 
observado Joel Slemrod, uno de los mejores expertos en finanzas públicas: “Cualquier 
economista o político que presuma que puede predecir exactamente el impacto estaría 
bromeando consigo mismo o con el resto de nosotros” (Slemrod y Bakija, 1996, p. 232, 
traducción nuestra). 
  Cuarto, y este problema no tiene solución alguna, el IGA es un impuesto muy complejo 
para los contribuyentes y para las autoridades que lo administran. En efecto, para cumplir 
cabalmente con ese impuesto las personas deberían registrar todos sus préstamos, incluidos 
aquellos provenientes de tarjetas de crédito. Más aún, las autoridades tendrían que tener acceso a 
todo el sistema financiero, formal e informal, en el caso de que desearan hacer una primera 
verificación de una declaración de impuestos. Es decir, el Sistema de Administración Tributaria   10
(SAT) tendría que ser capaz de rastrear no solamente el ingreso sino también el ahorro neto de 
las personas. 
  Finalmente, y este problema es también irresoluble, el IGA recaudaría relativamente poco 
en una economía como la nuestra donde existe un gran sector informal y un acendrado sesgo 
hacia la evasión fiscal. En efecto, sería preferible seguir dependiendo de impuestos no 
comprehensivos al consumo, como el IVA y los impuestos específicos (IEPS), que son 
recaudados en la fuente y no dependen del arbitrio de los consumidores.  
  Respecto a los dos últimos puntos, la complejidad del impuesto y la posibilidad de una 
extendida evasión fiscal, algunos proponentes del IGA han tratado de defender su propuesta 
ofreciendo una variante: dado que el valor del consumo a lo largo del tiempo tiene que ser igual, 
en valor presente, al ingreso a lo largo del tiempo, entonces una alternativa podría ser gravar el 
ingreso por sueldos y salarios. Esta propuesta tiene, sin embargo, también sus puntos flacos. Para 
empezar, solamente en un mundo sin incertidumbre y con una sola generación es verdad que un 
impuesto al salario es equivalente a un impuesto al consumo. Segundo, el problema de la 
existencia de una economía informal seguiría estando presente. Finalmente, si se toma en serio 
esa propuesta, porqué no mejor dejar el ISR de las personas como está y solamente dar más 
incentivos al ahorro (por ejemplo no gravando las ganancias de capital). 
 
IMPUESTO AL FLUJO DE EFECTIVO (IMFE) 
 
De manera similar al IGA para las personas físicas, imaginemos ahora un país donde las 
empresas no pagasen impuestos sobre sus utilidades, sino sobre su flujo de efectivo. Es decir, los 
gravámenes fiscales solamente incidirían sobre las salidas de caja: si una empresa invirtiese y 
volviese a reinvertir sus utilidades, entonces el gobierno no cobraría impuesto alguno por ellas. 
Mientras que, para considerar el reverso de la medalla, si otra empresa dilapidase sus beneficios, 
por ejemplo en bonos a los directivos o en convenciones fastuosas, entonces el gobierno acabaría 
por agenciarse parte de esas utilidades como impuesto. 
Dicho gravamen, el “impuesto al flujo de efectivo de las personas morales”, IMFE de 
aquí en adelante, es mucho más factible de poner en práctica que el IGA. La razón es que toda la 
información contable que se requiere tiene que ser compilada de cualquier manera por las 
empresas. Pero para poder evaluar las bondades y los defectos del IMFE es necesario recordar 
primero que todos los impuestos sobre la renta de las empresas, sean los gravámenes del tipo que 
sean, se distinguen uno del otro esencialmente en la manera como tratan: i) la depreciación de los 
activos, ii) los rendimientos obtenidos por los accionistas, iii) los intereses pagados a los 
acreedores de la empresa, y iv) las consecuencias que tiene la inflación sobre la base tributaria.   11
En la discusión siguiente compararemos las distintas maneras como el ISR y el IMFE se 
ocupan de los cuatro puntos anteriores, aunque vale la pena señalar que hay otros posibles tipos 
de impuestos sobre las empresas. Por ejemplo, ambos, el impuesto parejo sugerido por Hall y 
Rabushka y el propuesto por el esquema USA son esencialmente gravámenes al valor agregado 
dado por las empresas, lo cual los hace diferenciarse del IMFE en que para aquéllos no son 
deducibles los gastos sobre la nómina, mientras que para éste sí lo son. 
  Comencemos por el impuesto sobre la renta de las personas morales. El ISR se calcula 
sobre una base determinada: la suma del consumo hecho por la empresa y el cambio en la 
riqueza neta de ella en términos devengados (no necesariamente pagados). Puesto de otra 
manera, la base gravable es determinada por los ingresos menos los costos corrientes más el 
cambio en el valor de los activos de la empresa. 
La clave del ISR radica en la manera como es imputado el valor de esos activos. Para 
empezar, la compra de nuevo capital físico debe entrar en la base gravable, pues representa un 
incremento en los activos. Sin embargo, el valor de compra de dicho activo no se incluye en la 
base a un 100%: dado que el capital se deprecia a lo largo del tiempo es posible deducir una 
porción del valor del activo a lo largo de los años o deducir en un solo año el valor presente de su 
depreciación a lo largo del tiempo. Dado que la mayoría de las veces no hay verdaderos 
mercados de compra y venta de maquinaria usada, las tasas de depreciación permitidas por el 
gobierno tienden a ser muy poco objetivas. 
  El segundo punto importante en el cálculo del ISR es la manera como grava los 
dividendos y las ganancias de capital de los accionistas de una empresa. En Estados Unidos este 
componente no puede deducirse de la base gravable, de tal manera que es gravado de manera 
doble: una vez al nivel de la empresa y otra vez al nivel personal. En México, por otro lado, se ha 
tratado de mitigar ese aspecto negativo del ISR no gravando las ganancias de capital en la bolsa. 
  El tercer punto se refiere al trato que reciben los acreedores de una empresa; es decir, el 
trato que reciben aquéllos que prestan dinero a una empresa sin participar directamente del 
capital de ésta. Tanto en Estados Unidos como en México el pago de los intereses a los 
acreedores es deducible para la empresa, dejando la gravación de esos ingresos solamente al 
nivel de los prestamistas. 
  El cuarto punto se refiere a los problemas que causa la inflación en el cálculo del cambio 
del valor de los activos de una empresa. En Estados Unidos el ISR de las empresas no está 
indexado, mientras que en México lo está parcialmente: la deducción por los pagos de intereses 
sólo incluye la parte real, y la depreciación del capital es ajustada por la inflación. 
  La pregunta que surge ahora es cómo se compararía, a la luz de los cuatro puntos 
anteriores, un impuesto al flujo de efectivo de las empresas con el ISR. Para empezar, el IMFE   12
tendría como base gravable el flujo de caja de la empresa, por lo que todas las compras de 
activos físicos serían deducibles de inmediato, en el momento de su compra. Esto eliminaría la 
necesidad de calcular la engorrosa, y arbitraria, depreciación de cada activo, el primer punto 
arriba citado, así como la de tomar en cuenta los ajustes inflacionarios para convertir en términos 
reales la depreciación de los activos (así como los cambios en inventarios), el cuarto punto 
mencionado. 
  Quizás le pueda parecer a más de un lector un tanto injusta, a primera vista, la idea de que 
el gobierno no pueda gravar al menos parte del gasto hecho por una empresa para comprar un 
activo físico, digamos maquinaria. Pero lo que no hay que olvidar es que el gobierno participaría 
en el futuro del incremento en los ingresos que la empresa disfrutaría precisamente por la 
adquisición de esa maquinaria. En otras palabras, al no gravar la compra del activo el gobierno se 
convierte en un socio silente, y de buena fe, de la empresa. 
  Ahora bien, respecto a los casos del pago de rendimientos a los accionistas de la empresa 
y del pago de intereses a los acreedores, contenidos en los puntos ii) y iii) arriba señalados, 
existen dos variantes del IMFE. Una variante, la que preferimos nosotros, sería la de que todas 
las fuentes de financiamiento, así como los pagos por el servicio de ellas, sean ignoradas por el 
IMFE: ni los montos invertidos por los accionistas ni los préstamos hechos por terceros serían 
contabilizados en la base gravable, pero tampoco serían deducibles los dividendos y los pagos de 
intereses sobre ellos. Aparte de su simplicidad inherente, las ventajas de esta variante es que 
trataría de manera similar a los accionistas y a los acreedores. Una desventaja, por otro lado, 
sería que podría dar paso a varias oportunidades de evasión fiscal en el caso de empresas que 
comercian en el exterior. 
La otra variante es similar a la empleada en el ISR: inclúyanse en la base gravable los 
préstamos de terceros (mas no el capital accionario), permítase la deducción de pagos de 
intereses, pero grávense los rendimientos que obtienen los accionistas. Esta variante es mucho 
más engorrosa, así como más injusta para los accionistas, pero se presta menos a la 
prestidigitación por parte de los evasores. 
  A la luz de toda la discusión en este apartado, es evidente que un impuesto al flujo 
efectivo de las empresas es teóricamente superior, y mucho más sencillo de aplicar, que el 
impuesto sobre la renta de las empresas al que estamos acostumbrados. Pero siendo así, quizás se 
preguntará usted, ¿por qué no ha sido adoptado entonces en México? La verdad es que desde 
1986 se ha discutido esa propuesta, de una manera u otra, en nuestro país. Las razones por las 
que nunca se ha instituido de manera generalizada el IMFE han sido explicadas por Pascual 
García Alba (1995, p. 14): 
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En 1986, las autoridades convocaron a una consulta a los empresarios 
para concertar la reforma del ISR [de las empresas]. Cuando esto 
sucedió, ya tenían preparada la indización [del ISR]. Los empresarios, sin 
embargo, se inclinaron por el flujo de caja. Esta opción fue desechada 
porque, según la autoridad, al tomar una base distinta a la que se usa en 
Estados Unidos de Norteamérica, el impuesto pagado por las 
multinacionales de aquel país en México no sería acreditable contra el 
impuesto que debieran pagar en su país de origen. 
 
Antes de elucidar el asunto de la acreditación del impuesto, podemos completar la historia 
señalando que, de manera un tanto salomónica, el gobierno mexicano creó entonces para las 
pequeñas empresas el régimen simplificado a las personas morales, el cual se asemeja a un 
impuesto al flujo de efectivo. 
  Como bien señala García Alba, si alguna vez se quisiese reemplazar en México el ISR 
para las personas morales con el IMFE, tendría que resolverse antes la siguiente inconsistencia 
legal: bajo la regulación 901 de su código tributario, el gobierno federal de los Estados Unidos 
grava el ingreso global de sus multinacionales, tras permitirles acreditar los impuestos directos 
pagados en otros países. Hasta allí vamos bien, pero ahora se origina el problema: para que el 
gobierno estadounidense permita ese crédito es necesario que éste se haya pagado a través de un 
impuesto sobre la renta o un impuesto sobre exceso de utilidades. Así pues, en principio, el 
IMFE causado por una empresa estadounidense en México no podría ser acreditado 
posteriormente en su país. En consecuencia, la carga tributaria total que soportaría esa empresa 
llegaría a ser tan alta que tendría que dejar de operar aquí. 
 
INGRESO BÁSICO E IMPUESTO PAREJO (IBIP) 
 
Por tercera y última ocasión, imaginemos otro país también ficticio donde ahora todos los 
ciudadanos mayores de edad recibirían cada mes, por parte del gobierno, una cantidad mínima de 
ingreso. Dicho ingreso básico sería el mismo para todos los adultos de esa nación, estuviesen 
empleados o no; además, estaría indexado a la inflación y sería suficiente para garantizar una 
dotación mínima de bienes de subsistencia para cualquiera (hasta su muerte). Los desempleados 
recibirían, por justicia, el mismo ingreso básico que los empleados, pues aquéllos podrían ser 
víctimas temporales de malas condiciones en el mercado laboral, o podrían no trabajar debido a 
que padecen alguna enfermedad seria, o simplemente podrían ser personas que de hecho trabajen 
arduamente pero que no reciban un ingreso por ello (el caso más evidente es el de las amas de 
casa).    14
A cambio de ese ingreso mensual básico, el gobierno desmantelaría todos los otros 
mecanismos de seguridad social, pues ya serían innecesarios –el ingreso mínimo sería, en efecto, 
un nuevo seguro social, pero con la ventaja de que todos lo tendrían, no solamente los que 
algunas vez pudieron trabajar. Pero, quizás se pregunte usted ahora, ¿cómo se podrían financiar 
esas enormes transferencias a la población, además de los otros gastos gubernamentales? 
Imagine ahora que ese gobierno gravase todo el ingreso personal, sea de quien sea, a una tasa 
uniforme. Esa tasa tendría que ser muy alta para poder financiar las transferencias, por lo que 
sería poco probable, o al menos poco aconsejable, que la tasa del impuesto pudiese ser 
progresiva. Tendría que ser, pues, una tasa pareja para todos los contribuyentes (con la inherente 
ventaja administrativa). 
El economista inglés Anthony B. Atkinson (1995) ha bautizado al esquema fiscal anterior 
como “ingreso básico e impuesto parejo” (basic income/flat tax), IBIP de aquí en adelante. ¿Qué 
hay de malo, si es que lo hay, con un sistema tributario basado en el IBIP? La inequidad que 
conlleva la tasa uniforme sobre el ingreso ciertamente palidece una vez que se considera el que 
todas las personas, mediante su ingreso básico, tendrían la posibilidad de comprar todos los 
bienes primarios necesarios.  
  El pedigrí intelectual del IBIP no es tan impresionante como el del IGA, pero aún así 
tiene lo suyo. La idea de que el gobierno debe aportar un ingreso básico que sea uniforme para 
todos los adultos de una nación, estén o no empleados, es de hecho muy antigua. Pero, como en 
el caso del IGA, el crédito al final debe darse a quien presentó el argumento por primera vez de 
una manera analítica. Por lo que sabemos, en el caso del IBIP el crédito debe ir al ya fallecido 
premio Nobel de economía James E. Meade, quien publicó una serie de trabajos al respecto a 
partir de fines de los cuarenta (véanse las referencias en Meade, 1972). Más recientemente, 
Atkinson, justo heredero intelectual de Meade, ha proseguido con las tareas de analizar los 
puntos a favor y en contra del IBIP y de difundir la propuesta en el Reino Unido. 
¿Cuáles son las bondades de esa propuesta? Hay varios aspectos dignos de encomio. Aquí 
solamente citamos los tres menos técnicos, refiriendo al lector al trabajo de Atkinson (1995) para 
el resto. Primero, el ingreso básico serviría para garantizar una dotación mínima de bienes para 
toda la población, lo cual es un elemento fundamental en todo sistema económico que se precie 
de ser justo. Segundo, ayudaría a redistribuir el ingreso de una manera expedita y fácilmente 
administrable. Finalmente, todos, los empleados y desempleados, los campesinos y las amas de 
casa, contarían con un mecanismo de protección superior al proporcionado por el de la seguridad 
social –pues a éste último solamente pueden acceder los que han tenido empleo en el sector 
formal.   15
¿Qué hay de malo con la propuesta? Que, excepto por países muy ricos y con un sector 
informal muy reducido, la propuesta sería, lamentablemente, utópica. El propio Atkinson calcula 
que, bajo un esquema completo del IBIP, la tasa uniforme sobre el ingreso tendría que rebasar 
fácilmente un 40% en el caso del Reino Unido. En un país como en México, donde solamente un 
porcentaje menor de la población está empleada formalmente, la tasa sobre el ingreso tendría que 
ser estratosférica, lo cual a su vez causaría grandes distorsiones en las decisiones individuales de 
trabajo, y seguramente incrementaría aún más la evasión fiscal. 
 
IMPUESTO DE TOBIN A LOS FLUJOS DE CAPITAL ESPECULATIVO (IT) 
 
¿Será posible establecer en México un impuesto a los flujos de capital de corto plazo?, de 
manera similar a como ha sido implantado, bajo diferentes modalidades y en diversos tiempos, 
en varios países en desarrollo, entre ellos Brasil, Chile, Colombia, Corea del Sur y Malasia. 
Después de todo, las bondades de un impuesto de esa naturaleza se manifiestan en dos planos. 
Por un lado, puede implantarse legalmente con facilidad y conlleva una fuente de recaudación 
potencialmente significativa. Por el otro, el control parcial de los flujos de capital de corto plazo 
brinda a las autoridades una nueva herramienta de conducción económica. 
La inversión especulativa foránea puede ayudar, ciertamente, a reducir el costo de fondeo 
de los gobiernos y las grandes empresas. No obstante, la brevedad de su estancia en el país 
receptor puede propiciar también riesgos. En 1977, el ahora ya fallecido premio Nobel de 
economía James Tobin publicó un artículo breve y notable sobre la escasa regulación del sistema 
monetario internacional (Tobin, 1977), el cual pasó casi desapercibido por más de una década. 
En ese trabajo, preocupado por las grandes variaciones en los tipos de cambio de los países 
industrializados tras el colapso del sistema de Bretton Woods, Tobin hablaba acerca de la 
necesidad de “echar arena sobre los rieles” para así disminuir la velocidad de las locomotoras 
financieras internacionales. 
Dado que él no creía que los acuerdos cambiarios entre los países industrializados fueran 
realmente efectivos y duraderos, proponía como alternativa un mecanismo tributario que permitiría 
reducir las fluctuaciones de las monedas. Su propuesta era muy simple: se debería imponer un 
impuesto internacional uniforme del 0.5% sobre todas las transacciones en los mercados de 
divisas con los propósitos de, por un lado, disuadir los movimientos especulativos de corto, y, 
segundo, dar una mayor autonomía a las políticas monetarias y cambiarias de cada uno de los 
países mediante el incremento en el diferencial de las tasas de interés. La recaudación así 
obtenida, señalaba ese autor, podría ser transferida a algún organismo internacional para 
fomentar el desarrollo mundial.   16
La primera de las razones aducidas por Tobin para imponer el impuesto es clara. Para 
clarificar el segundo argumento es necesario recordar aquí la llamada “condición de paridad 
descubierta de las tasas de interés”. Consideremos, por ejemplo, a un especulador estadounidense 
que está considerando invertir un cierto monto de dinero por un año, ya sea en Estados Unidos o en 
México. ¿Cuáles son las variables relevantes consideradas por él? La tasa anual de interés que 
puede ganar en Estados Unidos, la tasa en México, el tipo de cambio actual al que tendría que 
convertir sus dólares a pesos si es que decide invertir en México, y el tipo de cambio que espera que 
prevalezca en un año, ya que necesitará reconvertir su inversión a dólares. Nótese, por cierto, que la 
inflación en México no es directamente relevante para él, sólo la inflación estadounidense (pues él 
consume allá), pero ésta es tan baja que bien podemos suponer que es cero. Es decir, debemos 
esperar que, en equilibrio, la siguiente ecuación se cumpla aproximadamente: 
 
Tasa de México = Tasa de EUA + Depreciación esperada + Prima 
 
A la derecha de la igualdad anterior hemos incluido una “prima”, un pequeño porcentaje 
extra que el inversionista estadounidense pedirá implícitamente para invertir en México. Esta 
prima tiene dos componentes. El primero es el usual riesgo-país, mientras que el segundo 
componente de esa prima extra es el derivado del hecho de que cuando los humanos invertimos 
tenemos, para usar un término taurino, cierta “querencia hacia las tablas”: bajo condiciones 
equivalentes, todos tendemos a inclinarnos más por nuestra propia moneda.  
  Ahora bien, cuando hay una gran afluencia de capital especulativo a México se produce un 
fenómeno natural: el peso se aprecia. Pero el tener una moneda fuerte no es una panacea, 
especialmente en un país que padece déficit comerciales crónicos. ¿Qué hacer entonces? Una 
posibilidad es que el banco central incremente la liquidez del mercado, lo cual a su vez propiciaría 
que las tasas de interés se vayan a la baja, disuadiendo así a las nuevas inversiones especulativas. 
Sin embargo, el costo de esa política podría o no ser alto, sin embargo, pues tendría consecuencias 
inflacionarias. La otra alternativa es que el banco central, al mismo tiempo que acumula reservas 
comprando dólares con pesos, esterilice por otro lado su intervención. Desgraciadamente, una 
esterilización completa no lograría bajar las tasas de interés, por lo que entonces se sostendrían las 
grandes afluencias de capital externo, y vuelta a empezar. 
  Es decir, una total apertura financiera siempre acaba por poner en aprietos a las autoridades 
monetarias y cambiarias. Este es precisamente el punto de Tobin. Pero, ahora cabe preguntarse, 
¿cómo se resolvería el problema con un impuesto sobre las inversiones especulativas? Por sí mismo, 
éste no podría solucionar el problema en su integridad (se seguirían requiriendo políticas de 
esterilización adecuadas), pero daría más margen de maniobra para resolverlo. La razón es que el   17
impuesto introduciría una brecha entre las tasas vigentes en México y las que los inversionistas 
extranjeros podrían obtener (es decir, en la ecuación de arriba se tendría que sustraer la tasa 
impositiva en el lado izquierdo), lo cual desincentivaría en turno las entradas de capital de corto 
plazo. 
  Así pues, por las razones macroeconómicas mencionadas, así como por la recaudación 
tributaria implícita, la implantación en México de un impuesto de Tobin (IT) sobre los flujos 
especulativos de capital parecería plausible y razonable. Estrictamente hablando, todos los países 
del mundo controlan de alguna u otra forma los movimientos de capital foráneo. Las cantidades 
máximas que pueden los turistas introducir a un país es un ejemplo. Las regulaciones que 
impiden a los fondos de inversión a invertir en el exterior más de un cierto porcentaje, en algunos 
casos cero, es otro ejemplo. Los mercados cambiarios duales, tan en uso en América Latina en 
los ochenta, es uno más.  
  Surge ahora una pregunta de procedimiento, ¿cómo implementar el IT? ¿Mediante 
encajes (como se hace, por ejemplo, en Chile) o mediante impuestos directos? La elección entre 
un depósito y una tasa parecería a primera vista irrelevante. Alguien podría aducir, por ejemplo, 
que si un inversionista extranjero espera que su capital tenga una tasa anual de rendimiento de 
10% y, por otro lado, tiene que depositar un encaje del 10% de sus fondos ante las autoridades, 
entonces lo mismo le daría depositar el encaje o pagar una tasa de 1% de IT. 
Hay, sin embargo, dos fallas en ese razonamiento. La primera es que las tasas de 
rendimiento varían mucho de inversión a inversión, por lo que los costos implícitos de los 
encajes variarían también mucho, al contrario de una tasa uniforme. Esto constituye una 
desventaja del encaje. Sin embargo, a nuestro juicio éste tiene la ventaja determinante de que en 
un periodo de alta volatilidad en las tasas de mercado, las autoridades no tendrían que 
preocuparse por cambiar una tasa del IT a diestra y siniestra, y podrían seguir simplemente 
requiriendo un porcentaje dado de la inversión a manera de depósito. Y ya que se tocó el tema de 
periodos de turbulencia financiera, es importante hacer notar también que las leyes que se 
estableciesen para el IT deberían prever la eventualidad de su desaparición en caso de que el país 
enfrentase condiciones económicas externas o internas de grado crítico. 
Pero, debemos finalmente preguntarnos antes de concluir esta sección, ¿y el Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) no impide a México el adoptar esa clase de 
políticas? La respuesta es que nada hay en el acuerdo que nos impida imponer impuestos a los 
flujos especulativos. En efecto, el Artículo 1410 de dicho acuerdo establece en su primera 
fracción que: “Nada de lo dispuesto en esta parte del Tratado se interpretará como impedimento 
para que una Parte adopte o mantenga medidas razonables por motivos prudenciales, tales como:   18
[...] c) asegurar la integridad y estabilidad del sistema financiero de una Parte” (SECOFI, 1993, 
p. 449). 
 
IMPUESTO A LAS HERENCIAS Y LEGADOS (IHL) 
 
Respecto a la naturaleza de un impuesto a las herencias y legados (IHL), por falta de espacio y 
por el hecho de que ya hay una abundante información al respecto en los países industrializados, 
especialmente en el caso del llamado estate tax en los Estados Unidos, nos limitaremos a señalar 
cuatro puntos relevantes. 
Primero, un impuesto como el IHL es, bajo diversas variantes, la norma en todos los 
países industrializados. Segundo, aunque en los ojos de algunos contribuyentes este impuesto 
parecería ser una expoliación, lo cierto es que constituye un mecanismo que permite una modesta 
redistribución de la riqueza, la cual en casi todos los países está distribuida de manera aún más 
concentrada que el ingreso. Tercero, el IHL debe ser progresivo no solamente en términos de 
montos, sino de parentesco (a mayor afinidad menor debe ser el gravamen). Y cuarto, a pesar de 
que un impuesto de esta naturaleza conlleva un alto grado de elusión fiscal, la recaudación 
potencial, aunque no extraordinaria, no sería menospreciable. Para dar un ejemplo sobre el 
último punto, aun cuando en España el llamado “impuesto de sucesiones” está ya en manos de 
las comunidades autónomas, y el régimen tributario varía de una a otra de manera considerable 
(propiciando así la elusión fiscal), la recaudación por ese gravamen rondó en 2002 la cifra de 
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